¿Gobernabilidad o ingobernabilidad democrática?
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La libertad es uno de los ideales mas preciados de la modernidad, pero cuando está mal elaborada puede convertirse en un “delirio de autonomía”
Victor Frankl
 
La crisis que produjo la caída de los partidos políticos parece no haber terminado. Para la mayoría de los venezolanos sigue siendo realidad el mito de un país rico y por lo tanto es incomprensible el empobrecimiento generalizado.  La desaparición de la moral pública sustituida por la moral privada como justificación ética de las actuaciones personales y políticas se desborda potencializando las tendencias a la anomia social. A pesar de ello las exigencias de cambio expresan esperanzas y optimismo en las posibilidades de reconstruir nuestras bases sociales de convivencia. ¿Qué está en juego y cuales son nuestras posibilidades en tiempos de confusión?
La democracia venezolana como proyecto político se cimentó en un régimen de libertades y en la aspiración de equidad y justicia entre sus ciudadanos..Por lo que democracia política y democracia social son interdependientes en la cultura política de nuestro colectivo. Hasta finales de los setenta, la búsqueda de eficacia entre el desarrollo social,  el crecimiento económico y la estabilidad política fueron la pauta de la acción colectiva una vez superada la fase de consolidación del régimen político a partir de 1958. En el inicio de los ochenta, el sistema político después de logros espectaculares en el campo de los bienes y servicios, de haber impulsado la movilidad social que abrió paso a una clase media profesional y a la modernización institucional, comenzó a manifestar inercias y rigideces  que entrabaron cada día más las promesas del proyecto original. La crisis de ingresos y la devaluación monetaria del “viernes negro”  en febrero de 1983, dislocaron no sólo el  funcionamiento de la economía nacional sino que deterioraron significativamente los niveles sociales alcanzados y finalmente acabaron por comprometer tanto la paz social el 27 de febrero de 1989, como la estabilidad del régimen constitucional con las asonadas militares del 4 de febrero y 27 de noviembre de 1992.
Paradojas democráticas
La heterogeneidad de nuevos actores y nuevos intereses resultantes del proceso modernizador supuso para la acción publica el desafió de enfrentar múltiples exigencias y demandas que por su diversidad podían ser contradictorias y excluyentes entre sí. El modelo rentista-populista disponía de los recursos petroleros con los cuales abordar las aspiraciones emergentes. Pero tal y como lo señala Amartya Sen,  “la democracia tiende a exponenciar las demandas de los diferentes grupos por la sencilla razón que autoriza a sus ciudadanos a convertir sus problemas privados en asuntos públicos y a exigir su atención por el Estado”. Por otra parte, el Estado democratico requiere para mantenerse del apoyo (electoral) e identificación de sus ciudadanos de allí la necesidad de satisfacer sus demandas. Esta característica definitoria de los sistemas políticos abiertos ha llevado a plantear si la democracia es o no gobernable, ya que su propia dinámica actúa en su contra, al no poder responder a las demandas sociales que ella misma contribuye a generar. La referencia a la tendencia de la democracia a ser ingobernable se expresa en “la probabilidad latente de que un sistema democrático especifico se haga inviable al no poder gestionar el conflicto social que produce la ampliación de la brecha entre las demandas y los recursos  disponibles”
[56]. Sin embargo en la medida que una sociedad alcanza mayor nivel de desarrollo social, político y económico aumenta su potencial de gobernabilidad, no porque cesen las demandas o disminuya su crecimiento, sino porque el sistema demuestra que las demandas pueden ser canalizadas y satisfechas bajo normas y relaciones consensuadas que se convierten en herramientas para alcanzar nuevos saldos favorables de bienestar. Paradójicamente, a medida que mejoran las condiciones sociales, el esfuerzo económico e institucional exige mayor complejidad y eficacia para mantener los logros alcanzados.  La relación entre gobernabilidad y desarrollo es relevante para Venezuela, porque como se señalara anteriormente el proyecto político democrático ofrecía no sólo el régimen de libertades, sino la garantía de una mejora creciente y constante de calidad de vida y progreso individual, con poca relación entre responsabilidad, disciplina y esfuerzo personal. La realidad cotidiana de paz y estabilidad  que acompañó a los venezolanos por más de dos generaciones permitió la emergencia de ciertos valores claves democráticos como pueden ser la búsqueda del consenso, la resolución de problemas o de diferencia por vías pacificas y tolerantes, y la esperanza de convertir en realidad sus propias aspiraciones  La crisis económica
[57] de los últimos 20 años, el empobrecimiento social e la inestabilidad del propio sistema democrático ha supuesto para el venezolano un abrupto quiebre en el indetenible progreso individual y un reencuentro con lo que se pensaba superado, 
De la crisis de los ochenta
El empobrecimiento general, el deterioro institucional y el colapso de los sistemas existentes han abierto paso a la violencia en el manejo de las expectativas frustradas. La necesidad de sobrevivencia alimenta la violencia social que podría enmarcarse en una criminalidad destructiva y pragmática y la violencia de la “independencia” con características egocéntricas  cuya búsqueda de competitividad a ultranza descalifica cualquier patrón moral de convivencia. Todo ello alimenta las tendencias de anomia social con la perdida de la institucionalidad.  La transición hacia el 2000 parecieran coexistir una generación que habiendo vivido o siendo socializada en la “Gran Venezuela” siente injusto el cambio en los beneficios y con profundo resentimiento  hacia quienes robaron su sueño y una nueva generación que asume los cambios como la oportunidad del esfuerzo propio, los retos de las nuevas exigencias y acepta su corresponsabilidad en la recomposición de las bases mismas de la vida del país. 
Balance de las estructuras de poder
Los movimientos caudillistas y las guerras civiles signaron todo el siglo XIX. La presencia del petróleo facilitó la presencia de un régimen autocrático y a partir de 1935 con altos y bajos se fue dando un proceso de apertura democrática. La organización social se vió impulsada por los partidos políticos quienes fundaron los primeros gremios, sindicatos, organizaciones colectivas y comunitarias. Paradójicamente lo que en su inicio  fue una ventaja, pronto se transformó en  serio obstáculo para la autonomía e inserción de los nuevos actores políticos. Los partidos cual padres sobreprotectores también partidizaron las redes y organizaciones sociales, borrando toda línea de separación entre poderes públicos, sociedad civil y Estado. Si bien hoy en el país se observa un despertar de organizaciones y asociaciones  y un verdadero cambio en la profundización de las instituciones democráticas, también se manifiestan fuertes contradicciones del poder centralizador frente a las aspiraciones de descentralización política  iniciada al inicio de los noventa. A pesar de todo, el despertar de una resistencia creciente hacia la imposición de un proyecto hegemónico y personalista es una clara evidencia de que la gran mayoría quiere avanzar hacia una democracia abierta  e incluyente.
 
Los partidos políticos en caída libre
El sistema de partidos políticos instaurado en 1958, consiguió y mantuvo su legitimidad impulsando la modernización, mediante la distribución de la renta petrolera para mejorar la calidad de vida de la población y conformando alianzas entre actores políticos dispuestos a respetar las formas democráticas a través de organizaciones centralizadas que privilegiaban la participación política de sus dirigentes y aliados. La vinculación entre calidad de vida y repartición de beneficios de la renta petrolera por el Estado reforzó el paternalismo y los hábitos rentistas en desmedro de la capacidad productiva de la población. La violenta urbanización, la ampliación de los servicios públicos, la industrialización sustitutiva de importaciones son avances innegables pero fueron insuficientes para sentar las bases económicas, sociales y políticas que consolidaran una economía productiva y una ciudadanía responsable y autónoma.  La inevitable disminución de la renta per cápita, la fragilidad del aparato productivo y de los mecanismos de distribución de la riqueza, la desarticulación de la organización popular unido a la visión mesiánica en la sensibilidad política de las mayorías y la incapacidad de los partidos políticos de descentralizarse e impulsar la desconcentración del poder erosionaron su legitimidad como interlocutores de las nuevas realidades. Paradójicamente, la estabilidad y la paz social que había proporcionado el modelo rentista-populista se transformaron en condiciones exigentes de eficiencia para profundizar la democracia y abrirse a una sociedad compleja y moderna. Por este mismo camino podemos entender como a pesar del empobrecimiento generalizado y la frustración política se aspira colectivamente a transitar los procesos de cambio de una manera pacifica evitando a toda costa los métodos de fuerza para impulsar la transformación. No hay ruptura con la democracia, por el contrario, sí hay insatisfacción y exigencia de su fortalecimiento. 
Conflicto entre dos tendencias ideológicas
Con matices y diferencias no pueden obviarse las contradicciones ideológicas presentes en nuestra visión del poder y las cuales inciden en el quehacer democrático. Estas tendencias han sido identificadas como: el republicanismo purificador y el civilismo democrático.
[58]
El republicanismo purificador reconoce la democracia como el régimen ideal de gobierno, sin embargo asume que cuando el deterioro es profundo al punto que niega la posibilidad de vivir en democracia, se hace necesaria la dictadura restauradora de las virtudes cívicas ciudadanas. Es la tradición positivista ejemplificada en el “gendarme necesario” que asegura las condiciones necesarias de progreso para restaurar la democracia. Es la tradición leninista que ha privado en los partidos tradicionales que se autodefinen como cabeza del progreso hacia la justicia social. Es la justificación del “Nuevo Ideal Nacional” que sustentara Marcos Pérez Jiménez, el cual vuelve a tener vigencia en la Fuerza Armada con el Plan Bolívar 2000 y despierta nostalgia en ciertos sectores sociales. Es la referencia de las ideas del Movimiento Bolivariano Revolucionario-200 cuando afirma “Hay que rescatar al país aunque ello signifique la ruptura de las profesiones o la perdida de la vida en nombre de la Republica”
[59]. Esta referencia alimenta la empatía de los civiles con tradición leninista que se abocan a sustituir la representatividad por la participación centrada en el “poder del pueblo” bajo una sola vía: caudillo-pueblo. Es el rechazo a la separación de los poderes y al sistema de partidos políticos, es la confrontación entre partidos políticos y sociedad civil ya que esta sólo se definiría como “pueblo” Es la concepción del Movimiento V Republica como partido único cívico-militar con redes sociales propias. Dado que el deber del ejercicio del poder político es recuperar la Republica, la transición será permanente sin límites establecidos de antemano. 

La tendencia ideológica que recoge las luchas del civilismo contra el militarismo sistemático del siglo XIX se identifica como “civilismo democrático” Es la conformación de unas Fuerzas Armadas profesionales y regulares sometidas al poder civil. La organización de partidos políticos  pluralistas, policlasistas, populistas y centralizados, generadores de experiencias democratizadoras mediante la formulación de programas políticos, el respeto progresivo a las decisiones electorales, la alternabilidad en la función pública y el surgimiento de redes populares exitosas que adquirieron conducción democrática..Reconoce que el pueblo, esto es, los ciudadanos organizados son el sujeto activo de la vida pública y el Estado está a su servicio dentro del marco de la ley. El ejercicio de derechos civiles y políticos durante cuarenta años demuestra la influencia democratizadora de la vida política venezolana. Y es desde esta posición de donde emergen los sentimientos de cambio y profundización de la democracia con organizaciones políticas capaces de convocar, discutir y construir consensos que permitan llevar a la realidad las ideas  y acciones políticas que transformen las relaciones mismas de la sociedad. 
De una democracia gobernada a una democracia gobernable
La mayoría silenciosa venezolana no se sitúa en los extremos de estas dos referencias ideológicas. Dentro del proyecto vigente ‘chavista’, especialmente en su corriente popular y democrática coexisten ambas corrientes. Algunos estudios sobre las representaciones significativas de la democracia
[60] enfatizan la valoración de la libertad y el disfrute de derechos individuales como la aspiración central del quehacer democrático y las limitaciones del manejo de la autoridad y de lo público cuando interfiere en lo privado. La construcción de lo publico no está insertado en la visión de la libertad.. Pero al mismo tiempo se destaca la búsqueda de negociación en los conflictos  por encima de la confrontación como uso de la fuerza. Se rechaza por lo tanto la imposición de un proyecto hegemónico autoritario que contradice las prácticas democráticas de la negociación y se reafirma la visión pluralista de una sociedad que al reconocer desigualdades y diferencias desea encontrar los consensos necesarios para superarlas mediante una convivencia integradora. No es descabellado afirmar que el deterioro social y su alta potencialidad conflictiva ponen en juego los avances modernizadores hasta ahora logrados, pero más grave aun es que pudieran comprometer la viabilidad tanto del sistema político, como de la gobernabilidad del Estado. 
La transición hacia una democracia gobernable, entendiendo por gobernabilidad “la cualidad propia de una comunidad política según la cual sus instituciones de gobierno actúan eficazmente dentro de su espacio de un modo considerado legitimo por la ciudadanía, permitiendo así el libre ejercicio de la voluntad política del poder ejecutivo mediante la obediencia cívica del pueblo”
[61] implica la construcción de un orden político estable que genere la identificación y la aceptación de la ciudadanía...Si la democracia gobernada construyó su cohesión social sobre el consenso del proyecto de libertades y promesas de mejoras en la condiciones de vida, la transición hacia la democracia gobernable debe partir de lo sembrado para conseguir el preciado equilibrio entre lo publico y lo privado esto es la realización de las personas en libertad solidaria y el desarrollo social incluyente mediante las capacidades del potencial productivo de todos.

Las interrogantes que profundizaron la crisis de legitimidad democrática siguen presentes y sin respuestas: Empobrecimiento generalizado, educación sin empleo o empleo sin educación, e inseguridad. A ello hay que responder  con capacidad política y abrir los espacios a los nuevos actores, en especial de los grupos populares, mujeres y jóvenes. No hay duda que la crisis ha otorgado visibilidad y presencia a amplios sectores  populares quienes  en su heterogeneidad representan intereses y formas de vida diversa que exigen el diseño de instituciones vinculadas a la valoración de su cotidianidad. No se trata simplemente de buscar integración a un concepto único de modernidad, por el contrario se requiere abrirse a las oportunidades de convivencia en las diferencias. En cualquiera de nuestros barrios los graffiti nos indican ventas, alquileres, permutas, transacciones sustentadas en la confianza solidaria y no en las leyes formalmente establecidas. El vínculo entre ambas realidades es imprescindible para comprender el proceso de inclusión  a que se aspira. 

La reconstrucción de la interdependencia entre ética y  política. La ética humaniza la política en la medida en que pone a la persona como sujeto libre de decisiones políticas y privadas y obliga a la acción política a propiciar la dignidad de todos los miembros de la comunidad. Reconocer lo público como esencial en la vida social. Reconocer la diferencia y establecer los limites entre el servicio público y el uso privado de los privilegios de la función publica. Superar el déficit de ciudadanía mediante la corresponsabilidad en el ejercicio de las decisiones publicas y en la representación en todos los niveles de la vida publica sea cual sea su cultura, grado de instrucción o ideología. 
Afrontar las actitudes mesiánicas y personalistas herencia de la visión paternalista implica reconocer la creación de condiciones para la vida productiva. Tanto el aprendizaje de la participación responsable,  como el reconocimiento de las diferencias implican procesos de negociación, cesión y reconstrucción  sin perdedores ni vencedores como quehacer democrático que debieran equilibrar las aspiraciones individuales y la convivencia colectiva. .

Superar la exclusión social, implica reconocer la heterogeneidad de la pobreza y de la desigualdad, asumir la difícil convivencia entre  visiones tradicionales, modernizantes y postmodernas,  condiciones de sobrevivencia  e ignorancia y horizontes de tecnologías avanzadas, el temor al riesgo y la innovación y audacia para aceptar y facilitar los cambios, la capacidad política para desconcentrar el poder tiene que orientarse a garantizar las condiciones básicas en donde sea posible la escogencia de oportunidades. 

La crisis y el largo periodo de transición que vivimos descubre la necesidad de reafirmar con voluntad y tenacidad el compromiso de convivencia. Ello requiere reafirmar el compromiso con los principios que construyen la dignidad humana en donde cada persona se constituye en su libertad para encontrar al “otro”como distinto y salir a su encuentro para liberarlo de su vulnerabilidad. Por ello no basta concebir la convivencia democrática como la adquisición progresiva de derechos individuales sino se corresponden con un deber correlativo de crear  y conservar las condiciones mínimas necesarias al ejercicio de los mismo tanto para si como la colectividad. 

El desafío de la gobernabilidad democrática  reside no solo en el fortalecimiento institucional, o el acceso y desconcentración del poder, sino en asimilar que las mejoras de las condiciones sociales requerira continuamente de mayores esfuerzos economicos y de cambios culturales para mantener los logros alcanzados. Este hacer y rehacer solo es posible con una ciudadanía madura y autónoma,  dispuesta a tomar para sí el proyecto de convocar el consenso de convivencia digna justa y equitativa como resultante del esfuerzo productivo y creativo de todos.
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